INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 20 DE ENERO DE 2010 SOBRE EL ARTÍCULO 48 DE LA LEY 30/1992, DE 26 DE NOVIEMBRE, DE RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS Y DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN.
Modalidad de informe: Otros informes.
Área temática: Procedimiento Administrativo.
Informe vigente.
En atención a la nueva línea jurisprudencial interpretativa del artículo 48 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, relativo al cómputo de términos y plazos, entre la que podemos citar la Sentencia del Tribunal Supremo de 29 de septiembre de 2009, esta Intervención General considera pertinente emitir informe a fin de adaptar a la misma el criterio adoptado por este Centro Fiscal en su Informe de 19 de noviembre de 2003.
Sobre esta cuestión se formulan las siguientes

CONSIDERACIONES

I
El artículo 48 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común –en adelante LRJAPyPAC- , en la redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, dice:
“1. Siempre que por Ley o normativa comunitaria europea no se exprese otra cosa, cuando los plazos se señalen por días, se entiende que éstos son hábiles, excluyéndose del cómputo los domingos y los declarados festivos.

Cuando los plazos se señalen por días naturales, se hará constar esta circunstancia en las correspondientes notificaciones.

2. Si el plazo se fija en meses o años, éstos se computarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o desestimación por silencio administrativo. Si en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente a aquel en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo expira el último día del mes.

3. Cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente.

4. Los plazos expresados en días se contarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o la desestimación por silencio administrativo.

5. Cuando un día fuese hábil en el municipio o Comunidad Autónoma en que residiese el interesado, e inhábil en la sede del órgano administrativo, o a la inversa, se considerará inhábil en todo caso.

6. La declaración de un día como hábil o inhábil a efectos de cómputo de plazos no determina por sí sola el funcionamiento de los centros de trabajo de las Administraciones públicas, la organización del tiempo de trabajo ni el acceso de los ciudadanos a los registros.

7. La Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades Autónomas, con sujeción al calendario laboral oficial, fijarán, en su respectivo ámbito, el calendario de días inhábiles a efectos de cómputos de plazos. El calendario aprobado por las Comunidades Autónomas comprenderá los días inhábiles de las Entidades que integran la Administración Local correspondiente a su ámbito territorial, a las que será de aplicación.

Dicho calendario deberá publicarse antes del comienzo de cada año en el diario oficial que corresponda y en otros medios de difusión que garanticen su conocimiento por los ciudadanos.”
La Ley 4/1999, de 13 de enero, dio nueva redacción a los números 1,2 y 4 del artículo 48 de la LRJAPyPAC, manteniendo el texto original de los números 3, 5, 6 y 7.
Comenzando por el número 1 del artículo 48 de la LRJAPyPAC, éste, en su redacción original disponía “Siempre que no se exprese otra cosa, cuando los plazos se señalen por días, se entiende que éstos son hábiles, excluyéndose del cómputo los domingos y los declarados festivos. Cuando los plazos se señalen por días naturales, se hará constar esta circunstancia en las correspondientes notificaciones.” Como puede comprobarse la modificación introducida por la Ley 4/1999, de 13 de enero, no afectó a la regla general sobre plazos en días en derecho procesal administrativo, que se entienden hábiles. La modificación introducida afectó al rango de la norma habilitada para excepcionar dicha regla general, de forma que mientras que hasta la entrada en vigor de la Ley 4/1999, cualquier norma podía establecer un plazo en días naturales, a partir de la entrada en vigor de la Ley 4/1999, sólo la Ley
 o una norma comunitaria pueden establecer un plazo en días naturales
.
Lo anterior, significa, por exclusión, que al reglamento le queda vedada la posibilidad de establecer un plazo en días naturales. Esto supone, en el ámbito subvencional, que las bases reguladoras de las subvenciones, que gozan del carácter de norma reglamentaria ex artículo 17.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, no gozan del rango adecuado y suficiente para establecer un plazo en días naturales; las bases reguladoras sólo podrán contemplar un plazo en días naturales si dimanan de una Ley o de una norma comunitaria que así lo establezca, pero no pueden, autónomamente, realizar semejante previsión.
II
Respecto al cómputo de los plazos considera este Centro Fiscal realizar una referencia expresa al supuesto en el cual el último día del plazo sea inhábil.

Como se ha expuesto en la anterior consideración, el artículo 48.3 de la LRJAPyPAC establece que Cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente. Esta regla, de carácter general, resulta normalmente de aplicación en el caso de plazos fijados por meses o años, ya que en los plazos señalados por días se excluyen ordinariamente los inhábiles. Únicamente en el supuesto de que en un plazo se incluyan los feriados (plazo en días naturales) habrá que aplicar esta regla.
Esta doctrina, que supone que los plazos concedidos a los administrados sean reales y efectivos, es avalada tanto por la legislación como por la jurisprudencia. En lo que se refiere al primer ámbito, la LRJAPyPAC, incluye la regla a la que se refiere esta consideración en un número de aplicación general, referido a todo tipo de plazos; asimismo, la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, tras establecer en su Disposición Adicional Decimoquinta que los plazos establecidos en dicha Ley lo son en días naturales, dispone que “No obstante, si el último día del plazo fuera inhábil, éste se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente”. En lo relativo a la jurisprudencia, ha de citarse la reciente Sentencia del Tribunal Supremo de 29 de septiembre de 2009 que, en un caso en el que el plazo –en días naturales- finalizaba en domingo, dice “…el último día del plazo efectivamente resultaría ser el domingo 28 de mayo, día que resulta inhábil ex artículo 48.1 de la Ley citada, razón por la cual el plazo se entiende prorrogado al primer día hábil siguiente, que resulta ser el día 29 de mayo de 2006”. Como no puede ser de otra forma, la doctrina administrativa comparte esta tesis como puede verificarse en el Memento de Derecho Administrativo (nota marginal 2229).
Con base en lo expuesto en las anteriores consideraciones esta Intervención General formula las siguientes

CONCLUSIONES

· En derecho administrativo la regla general es que en los plazos señalados por días se entiende que éstos son hábiles. Sólo una Ley o una norma comunitaria pueden fijar un plazo en días naturales.

· En todo tipo de plazos ha de aplicarse la regla consistente en que cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente.
� La Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, establece que “Los plazos establecidos en esta Ley se entederán referidos a días naturales…”


� Memento Práctico Administrativo 2003-2004. Francis Lefebvre (número marginal 2225).
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